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RESUMEN 

 

La jurisdicción coactiva en Colombia representa el poder que ostenta la rama 

ejecutiva, en términos de recaudo fiscal, para administrar justicia a través de sus 

órganos territoriales y administrativos, sin que medie la actuación legal de una 

autoridad judicial. Desde esta óptica, se crea el proceso de cobro coactivo, cuya 

finalidad es recaudar el tesoro público de manera ágil y eficaz.   
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ABSTRACT 

 

Coercive jurisdiction in Colombia represents the power held by the executive 

branch, in terms of tax collection, to administer justice through its territorial and 

administrative bodies, without the legal action of a judicial authority. From this 

perspective, the coercive collection process is created, whose purpose is to collect 

the public treasury in an agile and efficient manner.   

 

KEYWORDS 

                                                             
1 Abogada, estudiante de la especialización en Derecho Procesal, Probatorio y Oralidad, Universidad Libre 
Seccional Pereira. 2023. Juliana_moreno9@hotmail.es 
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INTRODUCCIÓN 

 

Es un fin de nuestro Estado Social de Derecho, garantizar a sus asociados la 

efectivización de los derechos y principios constitucionales consagrados en la 

Carta Magna y en nuestra legislación; inherente a tales postulados, converge el 

acceso a la justicia como eje transversal al desarrollo de estas prerrogativas,  cuyo 

objeto es brindar a quien lo requiere el impulso de un debate jurídico ante una 

autoridad judicial, quien a través de los elementos legales correspondientes debe 

adoptar una decisión en derecho, en aplicación no solo de criterios como la sana 

crítica, análisis probatorio, debido proceso, sino también desde el aspecto legal, 

doctrinal y jurisprudencial que rige la materia.   

Ahora bien, el poder exorbitante del estado como su nombre lo indica, abarca un 

gran espectro jurídico como respuesta a las necesidades y problemáticas que 

culturalmente enfrenta nuestro país, para ello se abren las puertas de la 

coadyuvancia al aparato judicial a través de las funciones administrativas propias 

de la rama ejecutiva, es decir, faculta a las entidades públicas para hacer efectivo 

el cobro de sus acreencias fiscales a través de su propia jurisdicción coactiva, sin 

acudir a la jurisdicción ordinaria para este fin.   

Muestra de lo anterior se evidencia en la materialización de figuras jurídicas como 

el “Cobro Coactivo”, la cual se define como una herramienta judicial de alcance 

ejecutivo, que permite, en el desarrollo de sus etapas procesales, culminar con la 

aplicación de medidas cautelares tales como: embargo, secuestro, remate y 

adjudicación de títulos valores, inmuebles, vehículos, entre otros, con el fin de 

satisfacer las obligaciones incumplidas a favor del estado, y cuyo origen si bien es 

indistinto, tienen un común denominador: tesoro público. 



Para aproximarse al concepto del “cobro coactivo” se procederá a revisar 

sentencias emanadas de la Corte Constitucional en sede de Tutela, con el fin de 

profundizar en líneas generales, los aspectos legales de este procedimiento 

jurisdiccional, su competencia, y el marco jurídico que lo rige.   

Es así como se seleccionarán las sentencias más recientes en materia de cobro 

coactivo tratadas por la Corte, las cuales se analizarán en cuanto a su contenido y 

serán sistematizadas en una matriz con el fin de realizar un análisis de tendencias 

jurisprudenciales. 

 

ANTECEDENTES JURISPRUDENCIALES 

 

Matriz línea jurisprudencial 

 

 
Año y 

sentencia 

 
Magistrado 

ponente 

 
 

Tema 

 
 

Situación fáctica 

 
 

Consideraciones 

 
 

Decisión 

Salvamen
to de voto 

(en caso 
que haya 

y sea 

transcend
ente) 

 
Sentencia
T-
557/2015 

 

MP: MARÍA 
VICTORIA 
CALLE 

CORREA 

 
Inembargabilida
d de las 
pensiones y 

derecho al 
mínimo vital 

Mujer pensionada 
interpone acción de 
amparo constitucional 
por vulneración del 
derecho al mínimo vital, 
en contra de 
Bancolombia S.A, por 
dar aplicación a la 
medida de embargo 
decretada por el 
municipio de Itagüí, al 
retener el pago de sus 
mesadas pensionales, 
en razón al 
incumplimiento de un 
acuerdo de pago 
suscrito entre esta y el 
ente territorial. Solicita 
se ordene el 
desembargo inmediato 
de su cuenta de 
ahorros plan pensión. 

De acuerdo a la 
postura de la Corte 
Constitucional, la 
pensión de vejez, 
es un derecho 
adquirido 
inembargable, toda 
que su objetivo es 
garantizar el acceso 
a una vida digna a 
aquellas personas 
que dedicaron su 
etapa productiva a 
cumplir con su 
deber social de 
trabajar; en este 
sentido, la Corte 
refiere que los 
pagadores en cuya 
responsabilidad 
recae la carga de 
efectuar los pagos 
de manera 
sistemática a los 
pensionados, no 
podrán negarse a 
hacerlo, máxime en 
tratándose de 

El Órgano de 
cierre, revocó la 
decisión de 
primera 
instancia, cuyo 
sentido no tuteló 
los derechos de 
la demandante y 
conminó al ente 
territorial como 
a la entidad 
bancaria 
abstenerse de 
incurrir en 
conductas 
similares con 
personas con 
características 
semejantes.   

 
 
 
 
 
 
 
 
 
No aplica 



 

adultos mayores, 
entre otros.  

Sentencia 
T 840-
/2014 
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MP:  
MARÍA 
VICTORIA 

CALLE 
CORREA 

Acción de 
amparo 
constitucional 
como 
mecanismo 
jurídico 
excepcional. 

La empresa Indumil 
instauró acción de 
amparo constitucional 
frente al municipio de 
Barrancas, por la 
supuesta violación al 
debido proceso, 
cuando fue vinculado 
en el proceso 
administrativo de cobro 
coactivo, iniciado por el 
ente territorial frente a 
la Sociedad Carbones 
del Cerrejón, y se 
embargaran sus 
cuentas bancarias a 
consecuencia de este 
hecho; ello, por cuanto, 
esta última no declaró 
los ingresos que 
generan impuestos a 
favor del municipio. 
 

La Corte plantea 
que la ilegalidad de 
los actos 
administrativos que 
transgredan 
derechos 
fundamentales, 
deberá dirimirse 
ante la Jurisdicción 
Administrativa y no 
a través del 
mecanismo de la 
acción de tutela, 
toda vez que este 
medio 
constitucional 
además de 
considerarse como 
residual y 
subsidiario, solo 
podrá accionarse 
de manera 
excepcional cuando 
no exista otro medio 
de control para 
evitar un perjuicio 
irremediable. 

El Órgano de 
cierre confirmó 
la decisión 
adoptada 
segunda 
instancia y negó 
por 
improcedente la 
acción de tutela 
instaurada por el 
actor. 

 
 
 
 
 
 
 
No aplica 
 

Sentencia 
T 939/2012 
 

MP:  NILSON 
PINILLA 

PINILLA 

Inembargabilida
d de las 

pensiones y 
derecho al 
mínimo vital 

Los accionantes 
instauraron acción de 
amparo constitucional 
en contra de la DIAN, 
por vincularlos en 
calidad de deudores 
solidarios, dentro del 
proceso de cobro 
coactivo que adelanta 
dicha entidad frente a 
la Sociedad Burgos T. 
Sucesores Ltda, y 
decretar el embargo 
sus cuentas bancarias 
pese a estar en curso 
el medio de control de 
nulidad y 
restablecimiento del 
derecho ante la 
Jurisdicción 
Administrativa. Lo 
anterior, por considerar 
vulnerados sus 
derechos 
constitucionales 
fundamentales a la 
dignidad humana y 
habeas data, entre 
otros 

En este caso el 
órgano de cierre, 
efectuó un análisis 
jurídico profundo 
con relación al 
carácter subsidiario 
y residual de la 
acción de tutela, 
cuyo fin no es 
desplazar los 
demás mecanismos 
judiciales que 
tienen los 
asociados para la 
salvaguarda de sus 
derechos, si no 
evitar un hecho 
irremediable; en el 
caso de marras, la 
Corte consideró que 
la parte accionante 
no logró demostrar 
probatoriamente el 
daño antijurídico 
causado y menos 
su carácter 
irremediable. 

El órgano de 
Cierre 
constitucional, 
confirmó la 
decisión de 
segunda 
instancia por lo 
expuesto en la 
parte motiva.   

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
No aplica 

Sentencia 
T-489/04 

MP: 
EDUARDO 

Acción de 
tutela por el 

Un ciudadano solicitó el 
amparo de sus 

En este caso, la 
Corte consideró que 

El órgano de 
cierre confirmó 

 
 



MONTEALE
GRE 
LYNETT 

cobro 
ejecutivo de 
del impuesto 
vehicular de 
un automotor 
hurtado y 
debidamente 
denunciado. 

derechos 
fundamentales, 
mediante acción de 
tutela, dado que, tras 
sufrir el robo de su 
vehículo en el año 
2000, interpuso la 
correspondiente 
denuncia penal ante la 
fiscalía y puso en 
conocimiento de los 
hechos a la Secretaría 
de Tránsito y 
Transporte; no 
obstante, fue notificado 
en el año 2003 del 
proceso de cobro 
coactivo iniciado por 
dicha dependencia 
municipal en su contra, 
por la obligación 
generada a causa de 
los impuestos 
vehiculares de su 
automotor. 

las obligaciones 
administrativas de 
los ciudadanos 
deben cumplirse a 
cabalidad, ello sin 
perjuicio de su 
desconocimiento en 
los tramites antes 
las entidades 
administrativas. En 
este sentido, si bien 
el actor puso en 
conocimiento ante 
la Secretaría de 
Transito el hurto de 
su vehículo no 
procedió con la 
cancelación de la 
matricula de su 
vehículo, hecho que 
a todas luces no lo 
exime de 
responsabilidad 
para ejercer el pago 
de su obligación. 

el fallo de 
segunda 
instancia. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
No aplica 

Sentencia 
T-604/05 

MP: CLARA 
INÉS 
VARGAS 
HERNÁNDE
Z 
 

Jurisdicción 
coactiva – 
Cobro coactivo 
de créditos 
fiscales sin 
acudir a la 
Jurisdicción 
ordinaria. 

La demandante 
deprecó la protección 
de sus derechos 
fundamentales al 
debido proceso, 
propiedad privada e 
igualdad, teniendo en 
cuenta que la DIAN 
ordenó el embargo, 
secuestro y remate de 
su bien inmueble, por 
el incumplimiento de su 
codeudor frente a la 
obligación que ambos 
ostentaban, pese no 
solo a que los hechos 
en cuestión se debaten 
en la jurisdicción 
ordinaria, si no también 
a que la sociedad 
comercial fue disuelta, 
y por tanto los actos 
proferidos por el ente 
administrativo están 
viciados de nulidad.  

En este caso la 
Corte Constitucional 
estableció de 
manera 
fundamentada que 
las entidades 
territoriales y 
administrativas, que 
tienen a su cargo el 
cobro y recaudo de 
obligaciones 
pecuniarias a favor 
del estado, tienen la 
facultad de ejercer 
su propia 
jurisdicción 
coactiva, sin 
necesidad de acudir 
a la jurisdicción 
ordinaria para la 
satisfacción de las 
mismas.  

La Corte 
Constitucional 
confirmó el fallo 
de segunda 
instancia 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
No aplica 

Sentencia 
T-628/08 

M.P MARCO 
GERARDO 
MONROY 
CABRA 

Debido 
proceso en el 
procedimiento 
de cobro 
coactivo 

En el presente caso el 
actor alega la 
transgresión de su 
derecho fundamental al 
debido proceso, 
motivado en que la 
empresa de acueducto 
hizo caso omiso a los 
recursos interpuestos 
en sede administrativa 
por el impago de unas 
facturas de agua, y 

Una de las 
consideraciones de 
la Corte para 
confirmar la 
decisión adoptada 
en segunda 
instancia, tiene su 
asidero legal en que 
los actos 
demandables ante 
la Jurisdicción 
Administrativa 

El órgano de 
cierre confirmó 
en todas sus 
partes el fallo de 
segunda 
instancia.  
 
 

 
 
 
 
 
 
No Aplica 



ordenó la suspensión 
del servicio de agua; 
así mismo, alega que el 
pago dichas facturas 
de servicio público se 
efectuó a través de un 
acuerdo de pago 
suscrito con la empresa 
que de acuerdo con lo 
manifestado por el 
accionante está viciado 
de nulidad. 
 
 
 
 
 

dentro originarios 
de un proceso de 
cobro coactivo 
deben ser resueltos 
en esa sede y no 
por medio de acción 
de tutela; ello por 
cuanto no logró 
demostrarse la 
consumación de un 
perjuicio 
irremediable que 
así lo ameritara. 

Sentencia 
T-917/08 

MP:  
Dra. CLARA 
INÉS 
VARGAS 
HERNÁNDE
Z 

Transgresión 
al principio 
constitucional 
del debido 
proceso. 

El demandante expuso 
que actuó como 
liquidador de un 
establecimiento de 
comercio en el año 
1997; manifestó que 
dando cumplimiento a 
las normas tributarias 
puso en conocimiento a 
la DIAN del cierre por 
liquidación de dicha 
sociedad, no obstante 
años más tarde fue 
notificado de las 
actuaciones iniciales 
del proceso coactivo 
iniciado en su contra 
pese a no ser 
propietario de dicho 
establecimiento; así 
mismo, narró que 
instauró el medio de 
control de nulidad y 
restablecimiento  de 
derecho ante la 
Jurisdicción 
Administrativa, sin que 
se protegiera ninguno 
de sus derechos pues 
la DIAN embargó y 
secuestró todos sus 
bienes. 

En este asunto la 
Corte fue enfática 
en el sentido que 
tanto los entes 
territoriales como 
las entidades 
administrativas que 
tienen a su cargo el 
recaudo de dineros 
públicos deberán 
ceñirse de manera 
exegética al marco 
legal que regula la 
materia, sin 
excesos ni 
vulneraciones de 
cara a los 
asociados; es decir, 
que los procesos 
adelantados 
deberán ser 
ajustados en todo 
sentido al debido 
proceso. 
 

EL Órgano de 
cierre conminó 
el amparo 
constitucional 
transitorio de los 
derechos 
invocados por el 
actor.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
No aplica 

Sentencia 
T-1095/05 

MP:  
Dra. CLARA 
INÉS 
VARGAS 
HERNÁNDE
Z 

Causal de 
eximente de 
responsabilida
d en 
obligaciones 
tributarias. 

Los accionantes se 
quejaron que pese a la 
declaración de muerte 
de su padre en el año 
2002, luego de su 
desaparición en el año 
1996, situación que así 
certifica la Fiscalía 
General de la Nación, 
hecho que fue 
reconocido por la 
DIAN, mediante 
concepto jurídico 

La Corte 
Constitucional 
consideró en el 
caso de autos, que 
el deber 
constitucional de 
solidaridad frente a 
la familia del 
secuestrado y 
posteriormente 
declarado finado, 
cesó con el 
transcurso de los 

Este Órgano de 
cierre, confirmó 
la sentencia 
proferida en 
segunda 
instancia. 

 
 
 
 
 
 
 
No aplica 



donde manifestó que 
no se cobrarían 
intereses de mora 
cuando se trate de 
hechos de fuerza 
mayor; no obstante, 
asevera la parte 
accionante que años 
más tarde el señor 
Pablo Muñoz recuperó 
su libertad y el ente 
administrativo continuó 
ejerciendo las 
gestiones 
correspondientes a 
cobrar ejecutivamente 
los intereses 
moratorios dentro del 
procedimiento 
jurisdiccional que se 
adelanta en su contra. 
 

años; ello sin 
perjuicio de que la 
entidad 
administrativa 
dejara de perseguir 
ejecutivamente a 
los seres queridos 
del deudor en 
acatamiento del 
concepto jurídico 
que así lo estipuló y 
que hace referencia 
al caso fortuito que 
sufrió la familia del 
obligado. 

Sentencia 
T-575/11 

MP: 
JUAN 
CARLOS 
HENAO 
PÉREZ 

Uso, goce y 
disfrute de los 
bienes del uso 
público.  

Manifiesta la 
demandante que ha 
habitado de manera 
tranquila e 
ininterrumpida por más 
de 40 años, en 
compañía de sus 
vecinos, la 
urbanización construida 
en unos lotes cedidos 
al distrito de Bogotá por 
algunas constructoras 
que desde aquella los 
abandonaron; asevera 
que tras agotarse el 
remate del bien 
inmueble a 
consecuencia de un 
proceso coactivo 
iniciado por el 
municipio por el cobro 
del impuesto predial del 
predio, fue adjudicado 
a otra persona sin que 
ahora la comunidad 
pueda disfrutar del 
predio en cuestión. 

De acuerdo con la 
postura de la Corte 
en el presente caso, 
sin lugar a 
excepción, todos 
los procedimientos 
administrativos 
deben ir revestidos 
del principio 
legalidad,  de ahí 
que las actuaciones 
judiciales se 
presuman legítimas 
en garantía del 
derecho de defensa 
del ciudadano; así 
quedó plenamente 
demostrado en la 
parte motiva de 
esta sentencia, en 
el sentido de 
considerar que el 
ente territorial actuó 
en pleno uso de sus 
facultades 
jurisdiccionales 
coactivas dado que 
el cobro ejecutivo 
de los impuestos 
prediales recaían 
en cabeza de un 
particular, no en 
desmedro de los 
derechos de 
quienes se 
beneficiaban del 
parque de la zona, 
sino dado que el 
bien inmueble 
siempre estuvo en 

EL Órgano de 
Cierre no tuteló 
los derechos 
incoados por la 
demandante. 

 
 
 
 
 
No aplica 



cabeza de la 
Urbanización 
Morato. 

Sentencia 
T-625/11 

MP: 
MARÍA 
VICTORIA 
CALLE 
CORREA 

Improcedencia 
de la acción 
de amparo 
constitucional 

Manifiesta la parte 
accionante que en 
desarrollo de los 
contratos celebrados 
con otras empresas 
destinadas a la 
explotación de 
hidrocarburos, se 
generó un debate 
jurídico en el cual 
participan una de las 
compañías socias de 
Ecopetrol y 
Corporinoquía por una 
deuda tributaria; señala 
la tutelante que pese a 
efectuar el pago de 
dicha obligación al ente 
territorial, este insiste 
en que el importe fiscal 
sigue vigente, razón 
por la cual el embargo 
de sus cuentas 
bancarias no se hizo 
esperar, ello pese a 
manifestar su voluntad 
para efectuar el pago 
del saldo restante de la 
obligación. 

En el caso de 
autos, la Corte 
refiere que el 
accionante debe 
ceñirse a lo 
ordenado por el 
Juez Administrativo, 
en el desarrollo de 
la demanda de 
nulidad adelantada 
ante esa 
jurisdicción y 
atenerse a lo allí 
decidido; esto por 
cuanto, el amparo 
constitucional de 
tutela no es el 
mecanismo ni 
idóneo ni 
procedente cuando 
exista otro medio 
judicial para 
invocarse la 
protección de 
derechos. 

Este Órgano de 
cierre confirmó 
la decisión de 
segunda 
instancia.  

 
 
 
 
 
 
 
 
No aplica 

Sentencia 
T-837/11 

MP:  
GABRIEL 
EDUARDO 
MENDOZA 
MARTELO 

Aplicación de 
los principios 
constitucionale
s en el 
procedimiento 
de cobro 
coactivo. 

Asevera la parte actora 
que a través de 
escritura pública 
suscribió un contrato 
de mutuo hipotecario 
con el ISS del Tolima, 
mediante el cual se 
estipuló que el pago de 
amortización a capital e 
interese de mora se 
descontaría 
mensualmente de su 
salario, esto al ser la 
demandante 
funcionaria de la 
referida entidad, se 
acordó igualmente 
entre las partes que el 
cobro jurídico, una vez 
comprobado el 
incumplimiento de la 
obligación pactada, tal 
y como se dio, se 
efectuaría ante la 
Jurisdicción Ordinaria y 
no en cabeza del ISS, 
quien libró 
mandamiento en contra 
de la deudora, 
ordenando el embargo 

En este caso la 
Corte hace un 
análisis acucioso de 
los fundamentos 
fácticos y concluye 
que teniendo en 
cuentas las 
especiales 
condiciones de 
discapacidad de la 
accionante, es 
deber del estado 
garantizar el pleno 
goce de sus 
derechos, para ello 
consideró 
pertinente amparar 
los derechos 
invocados por la 
actora dado su 
estado de 
vulnerabilidad 
manifiesta y 
conminó al ISS a 
efectuar una 
liquidación del 
crédito para que la 
demandante pueda 
acceder al pago 
mensual sin 

El Órgano de 
cierre revocó la 
decisión de 
segunda 
instancia y 
ordenó al ISS 
que reestructure 
el crédito 
pendiente de 
pago. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
No aplica 



 

 

CONCLUSIONES 

 

Una vez analizadas las providencias expuestas por la Corte Constitucional 

descritas en la matriz del análisis jurisprudencial, se evidencia en cuanto a las 

situaciones fácticas diferentes patrones que se reiteran a medida del discurrir 

jurídico. Como primera medida, es diáfano que la protección del derecho 

fundamental al debido proceso, invocado por vía tutela, se consolida como la 

tendencia mas relevante en el quehacer judicial de cara al desarrollo jurídico en el 

trámite de cobro coactivo; en este sentido, la Corte manifestó de manera enfática 

que las autoridades administrativas y territoriales que tengan a su cargo el 

recaudo de dineros a favor del estado, deberán siempre garantizar al sancionado 

una decisión justa, cuyo sentido debe ajustarse a la aplicación de los principios de 

legalidad, transparencia y debido proceso; en caso contrario, de no cumplirse con 

del bien inmueble 
materia de 
controversia. 

perjudicar su 
mínimo vital y móvil. 

Sentencia 
T-027/05 
 

MP: CLARA 
INÉS 
VARGAS 
HERNÁNDE
Z 
 
 
 
 
 

Falta de 
competencia -
Nulidad y 
restablecimien
to del derecho.  

Se duele el 
representante de la 
parte actora 
COMFANDI, que el 
Instituto del deporte del 
valle, frente a quien 
instauró acción de 
amparo constitucional, 
transgredió sus 
derechos al ejecutar 
coactivamente a la 
Caja de Compensación 
sin estar facultado para 
ello, máxime para el 
cobro de impuestos a 
espectáculos públicos. 

De manera 
sistemática, la 
Corte establece que 
solo los alcaldes de 
las cabeceras 
municipales están 
facultados para 
iniciar y adelantar 
procesos de cobro 
ejecutivo por 
deudas fiscales. 
Exclusivamente y 
de manera 
excepcional, podrán 
hacerlo también las 
entidades 
territoriales y 
administrativas en 
cuya delegación 
recae la obligación 
de garantizar la 
transparencia y el 
debido proceso 
frente a quien se 
desarrolla dicho 
procedimiento 
judicial. 

Este Órgano de 
consulta decidió 
confirmar en 
todas sus partes 
el fallo de 
segunda 
instancia.  

 
 
 
 
 
 
No 
aplica. 



el desarrollo de estos parámetros mínimos legales, se hace imperiosa la 

necesidad de invocar el amparo constitucional de tutela para su protección. 

Otra de las causas más comunes que lleva al conocimiento del juez constitucional 

para la salvaguarda de derechos fundamentales en materia de cobro coactivo, es 

el pago de intereses moratorios generados a partir de la imposición de la 

obligación fiscal, representada en una sanción, multa, impuesto, entre otros 

hechos generadores, que desata a todas luces un alto flujo de acciones tutelares, 

como medio jurídico alterno para eximir el pago de estos; empero, la Corte 

Constitucional señala de manera clara en este sentido que el amparo 

constitucional es un medio preferente y especial para evitar la consumación de un 

perjuicio irremediable, para ello, menciona que los mecanismo judiciales idóneos 

para debatir esta clase de asuntos se deben adelantar ante la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativa, quienes son los facultados para conocer de asuntos 

adelantados ante las jurisdicciones coactivas a través del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho. 

Es importante señalar que se destaca la falta de conocimiento de los accionantes 

respecto de las funciones y el alcance de las competencias procesales relativas a 

la persecución de las obligaciones fiscales por parte de las entidades públicas a 

través de la figura del cobro coactivo, que se contrapone con las actuaciones 

ordinarias; para esto, se itera que el poder exorbitante del estado legitima a las 

entidades públicas para hacer efectivas las obligaciones a su favor a través de la 

institucionalización de la jurisdicción coactiva, lo cual infiere el despliegue de un 

procedimiento ejecutivo interno, sin necesidad de acudir a la jurisdicción ordinaria 

o contenciosa administrativa, para debatir allí el pago de la deuda pública.  

Por otro lado, respecto de los argumentos empleados por la Corte Constitucional 

en la expedición de providencias judiciales referentes a la protección de la Carta, 

se hallaron los siguientes argumentos jurídicos principales para desatar los 

amparos a saber: La Corte reconoce la existencia de la institución de la 

Jurisdicción Coactiva como mecanismo que representa los intereses del Estado 

representados en las entidades de orden nacional que tengan a su cargo el 



recaudo de rubros públicos, es así como desestima los alegatos de los 

accionantes en virtud de la prevalencia del interés particular, es decir la 

Jurisdicción de Cobro Coactivo, se crea como instrumento procesal para 

descongestionar los despachos judiciales, pero su fin especial y preponderante es 

recuperar la cartera fiscal en cabeza de la nación y a cargo de sus asociados; ello, 

tras agotarse las etapas inherentes a tal procedimiento, en cuyo desarrollo se 

observarán los lineamientos legales y procesales de manera exegética, siempre 

bajo las garantías constitucionales del debido proceso, el derecho a la defensa y el 

principio de legalidad.  

Finalmente, el Órgano de cierre hace un enérgico llamado en advertir que la 

acción de tutela es un mecanismo constitucional de carácter subsidiario, sumario y 

residual, la cual tiene por fin único la protección de los derechos fundamentales 

consagrados en nuestra Carta Magna, para evitar la consumación de un perjuicio 

irremediable que ponga en riesgo la integridad física, moral, económica, entre 

otros aspectos, de quienes la invocan. Dadas estas circunstancias, esta vía 

judicial se torna improcedente para alegar el reconocimiento de derechos que por 

mandato legal deban debatirse en otras jurisdicciones, salvo cuando de manera 

transitoria deban ampararse constitucionalmente por cuanto el daño antijuridico es 

inminente y su cese este sujeto exclusivamente a la decisión tutelar. 

 

OPINIÓN GENERAL 

En consonancia con el análisis académico de esta línea jurisprudencial en materia 

de la aplicación del debido proceso en la Jurisdicción Coactiva, considero 

pertinente señalar que si bien es deber del Estado Colombiano velar y garantizar a 

sus asociados el acceso a la justicia en términos de eficiencia, eficacia, 

transparencia y legalidad, no es menos cierto que el recaudo del tesoro publico a 

cargo de quienes ostentan el deber de cumplir con obligaciones pecuniarias a 

favor de la nación, deben a su vez ceñirse a las prerrogativas legales establecidas 

para tal fin, con este objetivo, tiene operatividad en nuestra legislación la 

Jurisdicción de cobro coactivo, que como bien se explicó en el presente estudio, 



esta regido por el Estatuto Tributario Nacional, Ley 1066 de 2006, Código General 

del Proceso, Código Civil Colombiano, entre otros marcos legales, con el fin de 

perseguir tributariamente  a quienes hayan adquirido deudas de carácter fiscal y 

se encuentren en mora de efectuar el pago; no obstante, las entidades territoriales 

y administrativas que representan al estado como acreedor, tendrán bajo el 

ejercicio de sus competencias, el deber de promover procesos justos y fallos en 

derecho, sin ir desmedro de los derechos procesales de quienes por ley están 

sujetos al sometimiento de estos tramites judiciales, pues en últimas será un juez 

de tutela quien decida finalmente si tuvo o no lugar la conculcación del derecho al 

debido proceso dentro de la Jurisdicción Coactiva. 
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